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14 de mayo de 2022. Centro Universitario de Mérida. 

CONVOCATORIA DE PRUEBAS SELECTIVAS PARA ACCESO A PUESTOS VACANTES DE PERSONAL 

FUNCIONARIO DEL CUERPO DE TITULADOS SUPERIORES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE EXTREMADURA 

Orden de 17 de septiembre de 2021 (D.O.E. nº 181, de 20 de septiembre de 2021) 

ESPECIALIDAD JURÍDICA: PRIMER EJERCICIO. 

 

 

 

1. De conformidad con lo establecido en el artículo 17 del Estatuto de Autonomía de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura: 

a) Los diputados de la Junta de Extremadura, en número de 65, serán elegidos por sufragio universal, 
libre, igual, directo y secreto, de acuerdo con criterios de representación proporcional. 

b) Las elecciones serán convocadas mediante decreto del Presidente de la Asamblea y serán electores y 
elegibles los ciudadanos que, teniendo la condición política de extremeños, estén en pleno uso de sus 
derechos. 

c) La ley electoral, cuya aprobación requerirá mayoría de tres quintos de los diputados de la Asamblea, 
regulará la convocatoria de elecciones. 

d) La sesión constitutiva de la Asamblea electa será convocada por el nuevo Presidente dentro de los 
quince días siguientes a la celebración de las elecciones. 

 
2. Señale la opción correcta sobre la reforma del Estatuto de Autonomía de Extremadura: 
a) La  iniciativa  de  reforma  corresponde  a  la  Junta  de  Extremadura, a  la  Asamblea,  a  iniciativa  de  

al  menos  dos  tercios  de  sus  diputados,  y  al  Congreso  de  los Diputados o al Senado. 
b) En  la  misma  sesión  en  que  se  apruebe  la  propuesta  de  reforma  se  elegirá  una delegación  de  

diputados  que  representen  a  la  Asamblea  en  el  Congreso  de  los  Diputados  y en el Senado. 
c) La  Asamblea  de  Extremadura,  mediante  voto  de  la  mayoría  simple  del  Pleno,  podrá retirar  de  

las  Cortes  Generales  la  propuesta  de  reforma  en  cualquier  momento  de  su tramitación previo a 
su votación final de totalidad. 

d) La reforma estatutaria revestirá, en todo caso, la forma de ley ordinaria. 
 
3. Señale la respuesta correcta sobre los intereses de demora, de conformidad con lo dispuesto en la 

Ley General de Hacienda Pública de Extremadura: 
a) Las  cantidades  adeudadas  a  la  Hacienda  Pública  de  Extremadura  devengarán  el  interés  de  

demora  desde  el  día de su vencimiento. 
b) El  interés  de  demora  resultará  de  la  aplicación,  para  cada  año,  del  interés  legal  fijado  en  la  

Ley  de  Presupuestos  de la  Comunidad Autónoma para cada ejercicio. 
c) En  los  supuestos  de  reintegro  de  subvenciones  se  devengará  el  interés  legal  fijado  en  la  Ley  

de  Presupuestos del Estado incrementado  en  un  25  %,  salvo  que  la  propia  Ley  de  Presupuestos  
establezca uno diferente. 

d) En  los  supuestos  de  reintegro  de  subvenciones  se  devengará  el  interés  legal  fijado  en  la  Ley  
de  Presupuestos del Estado incrementado  en  un  50  %,  salvo  que  la  propia  Ley  de  Presupuestos  
establezca uno mayor. 
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4. En relación con la elaboración del Presupuesto, y de conformidad con la Ley General de Hacienda 
Pública de Extremadura: 

a) El  Consejo de Gobierno  establecerá,  mediante decreto,  el  procedimiento  por  el  cual  se  regirá  la  
elaboración  de  los  Presupuestos  Generales de la Comunidad Autónoma. 

b) Corresponderá  al  titular  de  la  Consejería  competente  en  materia  de  Hacienda  elevar  al acuerdo  
del  Consejo  Gobierno  el  anteproyecto  de  la  Ley  de  Presupuestos  Generales  de  la Comunidad 
Autónoma.  

c) El  anteproyecto  de  Ley  de  Presupuestos  Generales  de  la  Comunidad  Autónoma será remitido a 
la Asamblea para su examen, enmienda y aprobación, en su caso, antes del 15 de octubre del año 
anterior al que se refiera. 

d) En todo caso, el  anteproyecto  de  Ley  de  Presupuestos  Generales  de  la  Comunidad  Autónoma 
será remitido al Consejo de Gobierno de la Junta de Extremadura para su consideración, antes del 1 
de junio del año anterior al que se refiera. 

 
5. Conforme a lo dispuesto en el artículo 15 del Estatuto Básico del Empleado Público, es uno de los 

derechos individuales que los empleados públicos pueden ejercer colectivamente:  
a) El de libre asociación profesional. 
b) El de libertad sindical. 
c) El de la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico. 
d) El de requerir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. 
 
6. Conforme a lo dispuesto en el V Convenio Colectivo para el personal laboral al servicio de la Junta 

de Extremadura, señale la opción correcta sobre el complemento específico especial L.6.4.- 
Coordinación de INFOEX: 

a) Será competente para su reconocimiento la persona titular de la Dirección General de Política 
Forestal. 

b) La percepción de este complemento es compatible con la del L.12.-Prevención y Extinción de 
Incendios. 

c) Se devengará a partir del mismo día en que sea reconocido, y hasta el mismo día en que finalice el 
desempeño del puesto de coordinación. 

d) Únicamente se abonará por días en los supuestos en que el inicio y el cese, imputable este último al 
trabajador, se produzca en el mismo mes. 

 
7. Conforme dispone el artículo 23.5 de la Ley 8/2011, de Igualdad entre mujeres y hombres y contra 

la violencia de género en Extremadura, corresponde elaborar las normas o directrices en las que se 
indiquen las pautas a seguir para la realización de la evaluación previa del impacto en función del 
género: 

a) A la Junta de Extremadura, a propuesta del Instituto de la Mujer de Extremadura. 
b) Al Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejo Extremeño de Participación de Mujeres, previo 

informe del Instituto de la Mujer de Extremadura. 
c) A la Consejería competente en materia de igualdad, a propuesta del Observatorio de la Igualdad de 

Extremadura. 
d) A la Junta de Extremadura, a propuesta del Centro de Estudios de Género. 

 
8. No es una de las funciones del Rey, según la Constitución Española:  
a) El mando supremo de las Fuerzas Armadas. 
b) Acreditar a los representantes diplomáticos. 
c) Ejercer el derecho de gracia y autorizar los indultos generales, con arreglo a la Ley. 
d) Separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su Presidente. 
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9. A tenor de la Constitución Española, señale la respuesta correcta:   
a) Los ciudadanos tienen el deber de participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de 

representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal. 
b) La Administración civil podrá imponer sanciones que, únicamente de manera subsidiaria, podrán 

implicar privación de libertad. 
c) Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones 

profesionales. 
d) Los españoles y extranjeros tienen el derecho y el deber de defender a España. 

 
10. Conforme a Ley de Prevención de Riesgos Laborales, ¿cuándo podrá asumir personalmente el 

empresario las funciones señaladas en el artículo 30.1, relativas al cumplimiento del deber de 
prevención de riesgos profesionales?: 

a) Cuando se trate de empresas de hasta cincuenta trabajadores, siempre que la empresa disponga de 
centros de trabajo en una sola provincia, y el empresario tenga la capacidad necesaria, en función de 
los riesgos a que estén expuestos los trabajadores y la peligrosidad de las actividades. 

b) Cuando se trate de empresas de hasta cien trabajadores, y el empresario desarrolle de forma habitual 
su actividad en el centro de trabajo. 

c) Cuando el empresario ocupe hasta veinticinco trabajadores, y siempre y cuando la empresa disponga 
de un único centro de trabajo, el propio empresario desarrolle de forma habitual su actividad en dicho 
centro de trabajo y tenga la capacidad necesaria, en función de los riesgos a que estén expuestos los 
trabajadores y la peligrosidad de las actividades. 

d) En ningún caso el empresario podrá asumir personalmente las funciones relativas al cumplimiento del 
deber de prevención de riesgos profesionales. 
 

11. A tenor de la Constitución Española, ¿de qué plazo dispone el Senado para enmendar o vetar un 
proyecto de ley ordinaria u orgánica no declarado urgente?  

a) 1 mes. 
b) 2 meses. 
c) 15 días. 
d) 20 días naturales. 

 
12. ¿En cuál de las siguientes materias pueden asumir competencias las Comunidades Autónomas, 

conforme a lo dispuesto en el artículo 148 de la Constitución Española?: 
a) Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que desarrollen 

actividades comerciales. 
b) Los montes y aprovechamiento forestales. 
c) Iluminación de costas y señales marítimas. 
d) Cables aéreos, submarinos y radiocomunicación. 

 
13. Indique la respuesta correcta sobre las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales, según la 

Constitución Española:  
a) Cuando el Presidente del Gobierno plantee una cuestión de confianza, la confianza se entenderá 

otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría absoluta de los Diputados. 
b) La moción de censura deberá ser propuesta al menos por la décima parte de los Diputados. 
c) La propuesta de disolución del Congreso de los Diputados podrá presentarse en cualquier momento, 

aun cuando esté en trámite una moción de censura. 
d) El estado de alarma será declarado por el Gobierno mediante decreto acordado en Consejo de 

Ministros por un plazo máximo de quince días, previa autorización del  Congreso de los Diputados. 
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14. Respecto a la delimitación de los tipos contractuales, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos 

del Sector Público, establece que:  
a) Estamos ante un contrato de obras cuando el objeto sea la realización, por cualquier medio, de una 

obra que cumpla los requisitos fijados por la entidad del sector público contratante, aunque no ejerza 
una influencia decisiva en el tipo o el proyecto de la obra. 

b) En el contrato de concesión de obras, la parte de los riesgos transferidos al concesionario debe 
suponer una exposición real a las incertidumbres del mercado que implique que cualquier pérdida 
potencial estimada en que incurra el concesionario no es meramente nominal o desdeñable. 

c) En el contrato de concesión de servicios, el derecho de explotación de los servicios no conlleva la 
transferencia al concesionario del riesgo operacional, en los términos señalados en el contrato de 
concesión de obras.  

d) Los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad inherente a los poderes públicos solo podrán ser 
objeto de los contratos de servicios de manera excepcional.  
 

15. En el caso de incompatibilidad de una ley nacional de un estado miembro con un Reglamento (UE):  
a) El estado miembro dejará de aplicar la norma nacional sin necesidad de proceder a su previa 

eliminación por vía legislativa o cualquier otro procedimiento constitucional. 
b) El estado miembro dejará de aplicar la norma nacional previa eliminación de esta por vía legislativa.  
c) El estado miembro dejará de aplicar la norma nacional previa eliminación de esta a través del 

correspondiente procedimiento constitucional. 
d) El estado miembro dejará de aplicar la norma nacional solo en el caso de que esta sea anterior a la 

norma comunitaria. 
 
16. Es una de las atribuciones de la Junta de Extremadura, según el artículo 23 de la Ley 1/2002, del 

Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura:  
a) Establecer las directrices generales de la acción de gobierno. 
b) Aprobar y autorizar Convenios de colaboración y acuerdos de cooperación con el Estado y demás 

Administraciones Públicas, con sujeción a las normas que en su caso les afecten. 
c) Velar por el cumplimiento de las decisiones adoptadas en Consejo de Gobierno y de las Comisiones 

Delegadas. 
d) Encomendar a un Consejero que se encargue del despacho de una Consejería distinta en caso de 

ausencia o enfermedad del titular. 
 
17. Solo mediante ley, y cuando resulte eficaz, proporcionado y necesario para la consecución de los 

fines propios del procedimiento administrativo común regulado en la Ley 39/2015, y de manera 
motivada, podrán: 

a) Establecerse especialidades del procedimiento referidas a los órganos competentes. 
b) Incluirse trámites adicionales. 
c) Regularse plazos propios del concreto procedimiento por razón de la materia. 
d) Establecerse otras formas de iniciación y terminación del procedimiento. 
 
18. Se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las previsiones de la Ley 40/2015, de 

1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: 
a) Los organismos públicos dependientes de las Administraciones Públicas. 
b) Las entidades de derecho público vinculadas a las Administraciones Públicas. 
c) Las Universidades públicas. 
d) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas. 
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19. Respecto a los Magistrados del Tribunal Constitucional, señale la respuesta correcta a tenor de la 
Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional: 

a) La designación para el cargo de Magistrado del Tribunal Constitucional se hará por ochos años, 
renovándose el Tribunal por terceras partes cada cuatro. 

b) Deberán ser nombrados entre ciudadanos españoles o de la Unión Europea que sean juristas de 
reconocida competencia, con más de quince años de ejercicio profesional o en activo en la respectiva 
función. 

c) Los Magistrados podrán ser propuestos al Rey para otro período inmediato, siempre que hubieran 
ocupado el cargo por un plazo no superior a cuatro años. 

d) La responsabilidad criminal de los Magistrados del Tribunal Constitucional sólo será exigible ante la 
Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. 

 
20. Las sentencias recaídas en procedimientos de inconstitucionalidad, según la Ley Orgánica 2/1979, 

de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional: 
a) Tendrán el valor de cosa juzgada, vincularán a todos los Poderes Públicos y producirán efectos 

generales a los veinte días de su publicación en el Boletín Oficial del Estado. 
b) Cuando la sentencia declare la inconstitucionalidad, podrá declarar igualmente la nulidad de los 

preceptos impugnados y de aquellos otros a los que deba extenderse por conexión o consecuencia, 
siempre y cuando el procedimiento se hubiera iniciado a instancia de parte. 

c) El Tribunal Constitucional solo podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad en la infracción de 
preceptos constitucionales invocados en el curso del proceso. 

d) En todo caso, la jurisprudencia de los tribunales de justicia recaída sobre leyes, disposiciones o actos 
enjuiciados por el Tribunal Constitucional habrá de entenderse corregida por la doctrina derivada de 
las sentencias y autos que resuelvan los procesos constitucionales. 
 

21. Corresponde al Pleno del Tribunal de Cuentas: 
a) Disponer los gastos propios del Tribunal y la contratación de obras, bienes, servicios, suministros y 

demás prestaciones necesarias para su funcionamiento. 
b) Conocer de los recursos de alzada contra las resoluciones administrativas dictadas por órganos del 

Tribunal. 
c) Distribuir los asuntos entre las Secciones. 
d) Nombrar los Delegados instructores. 

  
22. En relación con la tramitación de los recursos de amparo constitucional señale la respuesta correcta: 
a) El conocimiento de los recursos de amparo constitucional corresponde a las Secciones del Tribunal 

Constitucional, salvo en aquellos recursos en los que las Salas avoquen para sí el conocimiento de los 
mismos. 

b) El recurso de amparo se considerará admitido a trámite cuando voten favorablemente la mayoría de 
los miembros de la Sección. 

c) La sentencia se pronunciará en el plazo de 10 días a partir del día señalado para la vista o deliberación. 
d) Las providencias de inadmisión solamente podrán ser recurridas en súplica por el demandante y el 

Ministerio Fiscal en el plazo de cinco días. 
 

23. Señale la respuesta correcta con relación al Consejo Económico y Social de Extremadura: 
a) El mandato de los miembros del Consejo, incluido su Presidente, será de seis años, renovable por 

períodos de igual duración.  
b) Es función del Consejo, entre otras, emitir dictamen en los asuntos que, con carácter facultativo, se 

sometan a consulta del mismo por el Gobierno regional o la Asamblea de Extremadura. 
c) Transcurrido el correspondiente plazo sin que haya dictado el dictamen solicitado, éste se entenderá 

favorable a la consulta realizada. 
d)  El Pleno del Consejo se reunirá en sesión ordinaria, al menos, una vez al año. 
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24. A tenor de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional, señale la respuesta 

correcta en relación con los conflictos constitucionales: 
a) El Tribunal Constitucional entenderá de los conflictos que se susciten sobre las competencias o 

atribuciones asignadas directamente por la Constitución, que opongan al Gobierno con el Congreso 
de los Diputados, el Senado o el Tribunal de Cuentas.  

b) El Tribunal Constitucional entenderá también de los conflictos en defensa de la autonomía local que 
planteen las provincias frente al Estado o las comarcas y municipios frente a las Comunidades 
Autónomas.  

c) Pueden dar lugar al planteamiento de los conflictos de competencia las disposiciones, resoluciones y 
actos emanados de los órganos del Estado o de los órganos de las Comunidades Autónomas o la 
omisión de tales disposiciones, resoluciones o actos. 

d) Los conflictos positivos de competencia, que opongan al Estado con una Comunidad Autónoma, 
podrán ser suscitados por el Gobierno, por los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades 
Autónomas o por las personas físicas o jurídicas interesadas. 
 

25. Es causa de anulabilidad de los contratos celebrados por poderes adjudicadores, a tenor del artículo 
40 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: 

a) La falta de capacidad de obrar o de solvencia económica, financiera, técnica o profesional.  
b) La carencia o insuficiencia de crédito, de conformidad con lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de 

noviembre, General Presupuestaria, o en las normas presupuestarias de las restantes 
Administraciones Públicas sujetas a dicha Ley 9/2017, salvo los supuestos de emergencia. 

c) Las disposiciones, resoluciones, cláusulas o actos emanados de cualquier poder adjudicador que 
otorguen, de forma directa o indirecta, ventajas a las empresas que hayan contratado previamente 
con cualquier Administración. 

d) La falta de habilitación empresarial o profesional cuando sea exigible para la realización de la actividad 
o prestación que constituya el objeto del contrato.  

 
26. Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, señale la respuesta 

correcta en relación con las garantías exigibles en la contratación del sector público: 
a) Cuando el precio del contrato se formule en función de precios unitarios, el importe de la garantía 

definitiva a constituir se fijará atendiendo al presupuesto base de licitación, IVA excluido. 
b) El importe de la garantía provisional no podrá ser superior a un 5 por 100 del presupuesto base de 

licitación del contrato, incluido el Impuesto sobre el Valor Añadido.  
c) En caso de que se hagan efectivas sobre la garantía definitiva las penalidades o indemnizaciones 

exigibles al contratista, este deberá ampliar aquella en un 30 por 100, en el plazo máximo de siete días 
desde la ejecución.  

d) En el caso de la garantía definitiva no será admisible la acreditación de su constitución mediante 
medios electrónicos. 

  
27. Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, señale la respuesta 

incorrecta en relación con el expediente de contratación: 
a) Podrán ser objeto de tramitación de emergencia los expedientes correspondientes a los contratos 

cuya adjudicación sea preciso acelerar por razones de interés público.  
b) Entre otros, en el expediente se justificará adecuadamente la elección del procedimiento de licitación. 
c) Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado inferior a 40.000 euros, cuando se 

trate de contratos de obras, o a 15.000 euros, cuando se trate de contratos de suministro o de 
servicios, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 229 de la referida Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
en relación con las obras, servicios y suministros centralizados en el ámbito estatal. 

d) En los expedientes objeto de tramitación urgente, el plazo de inicio de la ejecución del contrato no 
podrá exceder de un mes, contado desde la formalización. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l47-2003.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l47-2003.html
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28. Según la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, las Salas de lo 

Contencioso-Administrativo de los Tribunales Superiores de Justicia conocerán, en única instancia, 
de los recursos que se deduzcan en relación con:  

a) Las resoluciones que acuerden la inadmisión de las peticiones de asilo político. 
b) Las resoluciones dictadas por el Tribunal Económico-Administrativo Central en materia de tributos 

cedidos. 
c) Las reclamaciones por responsabilidad patrimonial cuya cuantía no exceda de 30.050 €. 
d) Las sanciones administrativas que consistan en multas no superiores a 60.000 € y en ceses de 

actividades o privación de ejercicio de derechos que no excedan de seis meses. 
 

29. Señale la respuesta correcta sobre el procedimiento abreviado, conforme a lo dispuesto en la Ley 
29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa:  

a) Los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo y, en su caso, los Juzgados Centrales de lo Contencioso-
Administrativo de este Orden Jurisdiccional conocen, por el procedimiento abreviado, entre otros, de 
los asuntos de su competencia que se susciten sobre cuestiones de personal al servicio de las 
Administraciones Públicas.  

b) El Juez dictará sentencia en el mismo día que tenga lugar la celebración de la vista.  
c) Se admitirán escritos de preguntas y repreguntas para la prueba testifical, salvo que, a criterio del 

órgano judicial, sus manifestaciones pudieran constituir inútil reiteración del testimonio sobre hechos 
suficientemente esclarecidos. 

d) El juez podrá acordar, excepcionalmente, que las preguntas para la prueba de interrogatorio de parte 
se propongan verbalmente.  
 

30. En relación con la legitimación, señale la respuesta correcta conforme a lo dispuesto en la Ley 
29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa: 

a) Tendrán legitimación para recurrir ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo las 
resoluciones del Tribunal Administrativo del Deporte que se dicten en asuntos de disciplina deportiva 
en materia de dopaje, todas las personas mencionadas en el artículo 40.4 de la Ley Orgánica de 
Protección de la Salud del Deportista y Lucha contra el Dopaje en la Actividad Deportiva.  

b) En ningún caso podrá considerarse parte codemandada a las aseguradoras de las Administraciones 
públicas, las cuales deberán ser demandadas ante la jurisdicción civil. 

c) Los miembros de los órganos colegiados podrán interponer recurso contencioso-administrativo contra 
la actividad de la Administración pública en la que se integre el órgano, salvo los casos en los que la 
ley lo prohíba expresamente. 

d) Si la legitimación de las partes derivare de alguna relación jurídica transmisible, el causahabiente 
podrá suceder a la persona que inicialmente hubiere actuado como parte, siempre y cuando no 
hubiere aún finalizado el plazo para formulación de la demanda. 

 
31. De conformidad con la Ley 36/2011, Reguladora de la Jurisdicción Social, los órganos jurisdiccionales 

del orden social conocerán, entre otras, de las cuestiones litigiosas que se promuevan: 
a) En materia de prevención de riesgos laborales entre el empresario y los obligados a coordinar con éste 

las actividades preventivas de riesgos laborales. 
b) En materia de Seguridad Social, cuando se trate de impugnaciones de actos administrativos relativos 

a afiliación, alta, baja y variaciones de datos de trabajadores. 
c) Sobre la responsabilidad de los sindicatos y de las asociaciones empresariales por infracción de normas 

de la rama social del Derecho. 
d) Sobre la tutela de los derechos de libertad sindical y del derecho de huelga relativa a los funcionarios 

públicos. 
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32. Según el Decreto 59/1991, de 23 de julio, por el que se regula la tramitación administrativa en la 
ejecución de resoluciones judiciales, señale la respuesta correcta: 

a) Si la causa de suspensión o inejecución de una sentencia recaída en un proceso contencioso-
administrativo fuera el grave detrimento a la Hacienda Autonómica, el Consejo de Gobierno lo 
comunicará a la Asamblea de Extremadura en el plazo máximo de un mes.    

b) Si la pena recaída en un proceso penal conllevara la inhabilitación absoluta de un funcionario para 
cargo público, el órgano competente para llevar a cabo la ejecución de la sentencia será la Dirección 
General de Función Pública. 

c) Cuando se acuerde la retención de una parte de la nómina de un trabajador de la Junta de 
Extremadura, a consecuencia de una Resolución Judicial recaída en un proceso civil, será la Dirección 
General de la Función Pública la competente para su ejecución, debiendo proceder a la publicación de 
la resolución de ejecución en el Diario Oficial de Extremadura en el plazo de treinta días.  

d) En resoluciones judiciales recaídas en procesos en materia de personal, que condenen al pago de una 
cantidad líquida, la Intervención General preparará el documento administrativo presupuestario para 
efectuar el pago, remitiéndose a Tesorería para su abono. 
 

33. Señale la respuesta correcta sobre los principios del proceso y deberes procesales, de acuerdo con 
lo dispuesto en la Ley Reguladora de la Jurisdicción Social: 

a) Todos deberán ajustarse en sus actuaciones en el proceso a las reglas de la buena fe. De vulnerarse 
éstas, el juez o tribunal podrá imponer, en resolución fundada, una multa que podrá oscilar de ciento 
cincuenta a tres mil euros. Contra la misma cabrá recurso de queja por plazo de tres días.  

b) Los jueces y tribunales no podrán imponer obligaciones a quienes no sean parte en el proceso. 
c) Los órganos judiciales rechazarán de oficio en resolución fundada las peticiones, incidentes y 

excepciones formuladas con finalidad dilatoria o que entrañen abuso de derecho. 
d) Si se produjera un daño evaluable económicamente, el perjudicado podrá reclamar la oportuna 

indemnización ante el juzgado o tribunal que estuviere conociendo el asunto principal, sin que en 
ningún caso la indemnización pueda superar la cuantía de la tercera parte del litigio. 
 

34. Señale la respuesta correcta sobre la ejecución de sentencias, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Social: 

a) Podrá ejecutarse parcialmente la sentencia, salvo cuando se hubiere interpuesto recurso contra ella. 
b) El plazo para instar la ejecución será de prescripción a todos los efectos.  
c) Contra el auto resolutorio del recurso de reposición interpuesto contra el auto en que se deniegue el 

despacho de la ejecución definitiva parcial no cabrá recurso alguno. 
d) La ejecución solo podrá ser suspendida a petición del ejecutante por un máximo de un año.  

 
35. Según lo dispuesto en el Estatuto Básico del Empleado Público, señale la respuesta correcta sobre 

la suspensión de funciones de los funcionarios:  
a) La situación de suspensión determinará la pérdida del puesto de trabajo cuando exceda de seis meses. 
b) La suspensión firme por sanción disciplinaria no podrá exceder de cinco años. 
c) La suspensión de funciones con carácter provisional solo podrá acordarse durante la tramitación de 

un procedimiento judicial. 
d) La suspensión firme se podrá imponer en virtud de sanción disciplinaria o bien en virtud de sentencia 

dictada en causa civil o criminal. 
 

36. ¿Qué institución fue introducida como novedad en la reforma del Estatuto de Autonomía de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura del año 2011?  

a) El Consejo Consultivo. 
b) El Consejo de Cuentas. 
c) El Parlamento de Extremadura. 
d) El Personero del Común. 
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37. ¿Cuál de los siguientes es uno de los principios de conducta de los empleados públicos recogidos en 
el artículo 54 del Estatuto Básico del Empleado Público?:  

a) Se actuará de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución 
del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización. 

b) Se guardará secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y 
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo. 

c) No se aceptará ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por 
parte de personas físicas o entidades privadas.  

d) Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos 
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal. 
 

38. De conformidad con el artículo 2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, corresponde 
al Presidente del Gobierno:  

a) Representar al Estado. 
b) La disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales, previa deliberación del Consejo de 

Ministros. 
c) Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión 

de confianza. 
d) Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización de las Cortes 

Generales. 
 

39. Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas: 
a) Son órganos directivos. 
b) Tienen rango de Secretario de Estado. 
c) Dependen orgánicamente del Ministerio de la Presidencia. 
d) Dependen funcionalmente del Presidente del Gobierno. 

 
40. En relación con la sesión constitutiva, el Reglamento de la Asamblea establece que:  
a) La Asamblea electa será convocada por el presidente de la Asamblea de Extremadura cesante dentro 

de los quince días naturales siguientes a la celebración de las elecciones. 
b) La sesión constitutiva se celebrará en una fecha no posterior a veinte días desde el día de las 

elecciones. 
c) La Asamblea electa será convocada por el presidente de la Junta de Extremadura cesante dentro de 

los quince días naturales siguientes a la celebración de las elecciones. 
d) La sesión constitutiva se celebrará en una fecha no posterior a quince días desde el día de las 

elecciones. 
 

41. En relación con los regímenes especiales de la Provincia, la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de 
las Bases del Régimen Local, establece que: 

a) Los órganos forales de Álava, Guipúzcoa, Navarra y Vizcaya conservan su régimen peculiar en el marco 
del Estatuto de Autonomía de la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

b) Todas las Comunidades Autónomas uniprovinciales asumen las competencias, medios y recursos que 
corresponden en el régimen ordinario a las Diputaciones Provinciales. Se exceptúa la Foral de Navarra 
en los términos de su Estatuto propio. 

c) En el Archipiélago Canario subsisten las mancomunidades provinciales interinsulares exclusivamente 
como órganos de representación y expresión de los intereses provinciales. 

d) A los Cabildos Insulares de las Islas Baleares le son de aplicación las normas de esta ley que regulan la 
organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales. 

 



Página 12 de 29 

 

42. Conforme a lo dispuesto en el Reglamento de la Asamblea, sobre la Comisión de Peticiones, señale 
la opción correcta: 

a) Estará integrada por dos diputados de cada grupo parlamentario. 
b) Estará presidida por el Secretario de la Cámara. 
c) Conocerá de cuantas reclamaciones y quejas se dirijan a la Junta de Extremadura y versen sobre 

cualquier asunto o materia comprendidos en el ámbito de competencias de la Administración de la 
comunidad autónoma. 

d) En ningún caso podrá dirigirse a otras administraciones públicas. 
 

43. En relación con la reforma del Estatuto de Autonomía, y de conformidad con lo establecido en el 
Reglamento de la Asamblea: 

a) La iniciativa corresponderá a dos terceras partes de los miembros del Parlamento, a la Junta de 
Extremadura y al Congresos de los Diputados. 

b) El plazo para la presentación de enmiendas será de quince días. 
c) La propuesta de reforma del Estatuto será aprobada por el Pleno de la Cámara por acuerdo de tres 

quintos de sus miembros. 
d) En la misma sesión en que se apruebe la propuesta de reforma se elegirá una delegación de diputados 

que representen a la Asamblea en el Congreso de los Diputados y el Senado. 
 

44. Los organismos públicos estatales, en los términos previstos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público: 

a) No tienen personalidad jurídica pública diferenciada. 
b) No tienen patrimonio y tesorería propios. 
c) No tienen potestad expropiatoria. 
d) No tienen autonomía de gestión. 

 
45. En relación con la moción de censura, y de conformidad con lo establecido en el Reglamento de la 

Asamblea: 
a) Deberá ser propuesta, al menos, por el quince por ciento de los diputados. 
b) Podrá incluir un candidato a la Presidencia de la Junta. 
c) La Mesa de la Asamblea, tras comprobar que la moción de censura reúne los requisitos, la admitirá a 

trámite, dando cuenta de su presentación al presidente de la Asamblea y a los portavoces de los 
grupos parlamentarios. 

d) Dentro de los cinco días siguientes a la presentación de la moción de censura podrán presentarse 
mociones alternativas. 

 
46. En relación con la fusión de municipios, la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 

Régimen Local, establece que: 
a) Los municipios colindantes, dentro de la misma provincia o pertenecientes a provincias limítrofes, 

podrán acordar su fusión mediante un convenio de fusión. 
b) El nuevo municipio resultante de la fusión no podrá segregarse hasta transcurridos cinco años desde 

la adopción del convenio de fusión. 
c) El órgano del gobierno del nuevo municipio resultante estará constituido transitoriamente por la suma 

de la mitad de los concejales de cada uno los municipios fusionados. 
d) El convenio de fusión deberá ser aprobado por mayoría simple de cada uno de los plenos de los 

municipios fusionados. 
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47. La Ley 3/2019, de 22 de enero, de garantía de la autonomía municipal de Extremadura, establece 
en lo referente a las competencias municipales que:  

a) La ley podrá atribuir ámbitos materiales específicos o determinadas funciones o facultades de las 
competencias municipales a las capitales de provincia (Badajoz y Cáceres). 

b) Se entiende por competencia municipal el conjunto o haz de funciones o facultades, que no siendo de 
gestión o ejecutivas,  se proyectan sobre materias, actividades, sectores o instituciones públicas. 

c) Tienen el carácter de funciones normativas o de ordenación, la aprobación de disposiciones 
normativas de carácter general por el Alcalde, los concejales o el Pleno. 

d) Los municipios extremeños únicamente pueden ejercer competencias que tengan por objeto impulsar 
iniciativas para la ordenación y gestión de actividades, servicios o prestaciones contempladas en el 
elenco de competencias propias. 

 
48. Señale la opción correcta en relación con la adopción, por parte de una entidad local, de actos o 

acuerdos que atenten gravemente al interés general de España, conforme a lo establecido en la Ley 
7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local: 

a) El Delegado del Gobierno, previo requerimiento para su anulación al Pleno de la Corporación, 
efectuado dentro de los quince días siguientes al de la recepción de aquéllos, deberá suspenderlos y 
adoptar las medidas pertinentes para la protección de dicho interés.  

b) El plazo concedido al Presidente de la Corporación en el requerimiento de anulación, realizado por el 
Delegado del Gobierno, no podrá ser superior a cinco días. 

c) El plazo del ejercicio de la facultad de suspensión será de quince días, contados a partir del siguiente 
al de la finalización del plazo del requerimiento de anulación por el Delegado del Gobierno, o al de la 
respuesta del Pleno de la Corporación, si fuese posterior. 

d) Acordada la suspensión de un acto o acuerdo, el Delegado del Gobierno propondrá su impugnación 
ante el Tribunal Constitucional en el plazo de tres días desde la suspensión. 

 
49. De conformidad con el artículo 9 de la Ley 18/2001, de 14 de diciembre, sobre Tasas y Precios 

Públicos de la Comunidad Autónoma de Extremadura, las tasas se devengarán, según la naturaleza 
de su hecho imponible: 

a) Cuando finalice la prestación del servicio o la actividad, sin perjuicio de la posibilidad de exigir su 
depósito previo. 

b) Cuando se presente la solicitud que inicie la actuación o el expediente, que no se realizará o tramitará 
sin que se haya efectuado el pago correspondiente. 

c) Cuando se conceda la utilización pública del demanio, o el aprovechamiento especial en el caso de 
bienes patrimoniales. 

d) Cuando se inicie la prestación del servicio o de la actividad, sin que, en este  último caso, sea posible 
exigir su depósito previo. 
 

50. Indique cuál de las siguientes actividades no es una de las exceptuadas del régimen de 
incompatibilidades de la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al 
Servicio de las Administraciones Públicas: 

a) La dirección de seminarios o el dictado de cursos o conferencias en Centros oficiales destinados a la 
formación de funcionarios o profesorado, cuando no tenga carácter permanente o habitual ni 
supongan más de setenta y cinco horas al año. 

b) La participación en Tribunales calificadores de pruebas selectivas para ingreso en las Administraciones 
Públicas. 

c) El ejercicio del cargo de Presidente o miembro de Juntas rectoras de Mutualidades o Patronatos de 
Funcionarios, siempre que no se perciban cantidades superiores al 30 por 100 de la retribución básica, 
excluidos los conceptos que tengan su origen en la antigüedad. 

d) La participación del personal docente en exámenes, pruebas o evaluaciones distintas de las que 
habitualmente les correspondan, en la forma reglamentariamente establecida. 
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51. De conformidad con la Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura, 
tendrán carácter vinculante con el nivel de desagregación con que figuren en el presupuesto de 
gastos los siguientes créditos: 

a) Los créditos ordinarios que se concedan durante el ejercicio. 
b) Los declarados no ampliables. 
c) Los destinados a publicidad institucional. 
d) Los que establezcan subvenciones nominativas. 
 
52. La Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de Extremadura, establece que: 
a) Corresponde al Consejo de Gobierno autorizar las ampliaciones de créditos. 
b) Corresponde a todos los titulares de las Consejerías autorizar los anticipos de tesorería. 
c) Corresponde a la Asamblea autorizar créditos extraordinarios, para atender necesidades de gastos 

inaplazables de carácter no discrecional e imprevistas hasta un límite máximo en el ejercicio del cinco 
por ciento del presupuesto inicial consolidado no financiero cuando se financien con baja en el Fondo 
de contingencia. 

d) Corresponde al titular de la Consejería competente en materia de Hacienda autorizar las minoraciones 
de créditos. 
 

53. De conformidad con la Ley Orgánica 8/2007, sobre financiación de los partidos políticos, indique 
cuál de las siguientes no es una renta exenta de tributación en el Impuesto sobre Sociedades: 

a) Las cuotas y aportaciones satisfechas por sus afiliados. 
b) Las subvenciones percibidas con arreglo a lo dispuesto en la citada Ley Orgánica 8/2007. 
c) Los rendimientos procedentes de los bienes y derechos que integran el patrimonio del partido político. 
d) Las donaciones privadas efectuadas por personas jurídicas. 

 
54. De conformidad con lo establecido en la Ley 5/2007, de 19 de abril, General de Hacienda Pública de 

Extremadura, los anticipos de caja fija son:  
a) Provisiones de fondos de carácter presupuestario y permanente. 
b) Provisiones de fondos de carácter extrapresupuestario y temporal. 
c) Provisiones de fondos de carácter presupuestario y temporal. 
d) Provisiones de fondos de carácter extrapresupuestario y permanente. 
 
55. En relación con el régimen disciplinario del personal funcionario, y de conformidad con la Ley 

13/2015, de 8 de abril, de Función Pública de Extremadura, indique cuál de las siguientes no se 
considerará falta disciplinaria muy grave: 

a) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que 
tienen encomendadas. 

b) La prevalencia de la condición de personal empleado público para obtener un beneficio indebido para 
sí o para otro. 

c) La simulación de enfermedad o accidente que conlleve una incapacidad laboral. 
d) El abuso de autoridad en el ejercicio del cargo que cause perjuicio grave al servicio o al personal a su 

cargo. 
 

56. Conforme a lo dispuesto en la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura, la reclamación previa a la vía judicial, tratándose de 
Organismos autónomos, se dirigirá siempre: 

a) Al Consejero titular de la Consejería a la que esté adscrito. 
b) Al órgano supremo del Organismo. 
c) Al Secretario General de la Consejería a la que esté adscrito. 
d) Al Director General competente por razón de la materia. 
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57. Señale la opción correcta respecto a las incompatibilidades de los cargos públicos del Gobierno y la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura, y de conformidad con lo establecido 
en la Ley 1/2014, de 18 de febrero: 

a) El ejercicio de los cargos públicos definidos en la citada Ley 1/2014 será compatible con la percepción 
de pensiones de viudedad. 

b) Quienes desempeñen los cargos públicos a que se refiere la citada Ley 1/2014 no intervendrán en el 
conocimiento o decisión de asuntos en los que se afecten a intereses de empresas, sociedades o 
entidades de cuyos órganos de dirección o de gobierno hayan formado parte en los cinco años 
anteriores a su toma de posesión como cargo público. 

c) En el plazo de un mes de la toma de posesión, el presidente y el resto de miembros del Consejo de 
Gobierno de la Junta de Extremadura formularán declaración responsable de no incurrir en causa de 
incompatibilidad en la forma que reglamentariamente se determine. 

d) Las declaraciones responsables de no incurrir en causa de incompatibilidad se inscribirán en el Registro 
de Personal de la Consejería competente en materia de administración pública. 
 

58. Conforme a lo dispuesto en la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura, en su caso, deberá someterse a debate o votación de 
totalidad el ejercicio de la delegación legislativa: 

a) Dentro de los treinta días siguientes a la publicación del Decreto Legislativo a requerimiento de dos 
tercios de los Grupos Parlamentarios o el 20 por 100 de los diputados. 

b) Dentro de los quince días siguientes a la publicación del Decreto Legislativo a requerimiento del 20 
por 100 de los Diputados 

c) Dentro de los treinta días siguientes a la publicación del Decreto Legislativo a requerimiento de dos 
Grupos Parlamentarios o el 15 por 100 de los diputados. 

d) Dentro de los veinte días siguientes a la publicación del Decreto Legislativo a requerimiento del 15 
por 100 de los Diputados. 
 

59. Según lo dispuesto en la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura, en un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuya 
cuantía se haya fijado en 600.000 €, será competente para resolver: 

a) El Consejero competente en materia de Hacienda. 
b) El Consejo de Gobierno. 
c) El Consejero respectivo. 
d) El Secretario General respectivo. 

 
60. Señale la opción correcta sobre la potestad de recuperación posesoria, conforme a lo dispuesto en 

la Ley de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura: 
a) La Comunidad Autónoma de Extremadura podrá recuperar, por sí, la posesión indebidamente perdida 

sobre los bienes y derechos demaniales y/o patrimoniales en cualquier tiempo. 
b) Si se trata de bienes y derechos demaniales, la recuperación de la posesión en vía administrativa 

requiere que la iniciación del procedimiento haya sido notificada antes de que transcurra el plazo de 
cinco años, a contar desde el día siguiente al de la usurpación. 

c) La incoación del procedimiento de recuperación de la posesión de los bienes patrimoniales de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura se acordará por el órgano directivo que 
tenga asignadas las funciones patrimoniales y corresponderá al titular de la Consejería competente en 
materia de Hacienda la resolución del mismo. 

d) Si se trata de bienes y derechos patrimoniales la recuperación de la posesión en vía administrativa 
requiere que la iniciación del procedimiento haya sido notificada antes de que transcurra el plazo de 
un año, a contar desde el día siguiente al de la usurpación.  
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61. Forma parte del contenido mínimo de las convocatorias de subvenciones, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 23 de la Ley de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura: 
a) Condiciones de solvencia y eficacia que hayan de reunir las personas jurídicas a las que se refiere el 

apartado 2 del artículo 11 de la Ley de subvenciones. 
b) Determinación, en su caso, y sin perjuicio de la contabilidad nacional, de los libros y registros contables 

separados o códigos contables específicos para garantizar la adecuada justificación de la subvención. 
c) Posibilidad de efectuar pagos anticipados y abonos a cuenta, así como el régimen de garantías que, 

en su caso, deberán aportar los beneficiarios. 
d) Composición de la Comisión de Valoración. 

 
62. Conforme a lo dispuesto en la Ley de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, es 

una causa de nulidad de la resolución de concesión de una subvención: 
a) Obtención de la subvención falseando las condiciones requeridas para ello u ocultando aquéllas que 

lo hubieran impedido. 
b) El incumplimiento total o parcial del objetivo, de la actividad, del proyecto o la no adopción del 

comportamiento que fundamentan la concesión de la subvención. 
c) La carencia o insuficiencia de crédito, de conformidad con lo establecido en la Ley 5/2007, de 19 de 

abril, General de Hacienda Pública de Extremadura. 
d) No cumplir la obligación de justificación o hacerlo de modo insuficiente, en los términos establecidos 

en el artículo 35 de la Ley de Subvenciones, y en su caso, en las normas reguladoras de la subvención. 
 

63. Constituye una infracción muy grave a Ley de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura: 

a) La falta de entrega, por parte de las entidades colaboradoras, cuando así se establezca, a los 
beneficiarios de los fondos recibidos de acuerdo con los criterios previstos en las bases reguladoras 
de la subvención. 

b) La falta de justificación del empleo dado a los fondos recibidos una vez transcurrido el plazo 
establecido para su presentación. 

c) La obtención de la condición de entidad colaboradora falseando los requisitos requeridos en las bases 
reguladoras de la subvención. 

d) El incumplimiento por parte de la entidad colaboradora de la obligación de verificar, en su caso, el 
cumplimiento y efectividad de las condiciones o requisitos determinantes para el otorgamiento de las 
subvenciones, cuando de ello se derive la obligación de reintegro. 
 

64. En todos los casos de expropiación se abonará al expropiado, además del justo precio fijado, un 
premio de afección de un: 

a) 3 %. 
b) 5 %. 
c) 4 %. 
d) 10 %. 

 
65. Cuando el uso privativo del dominio público requiera la realización de obras de carácter 

permanente, la autorización será otorgada por el titular de la Consejería a la que estén afectados o 
adscritos mediante concesión demanial y por un tiempo limitado que, salvo que la legislación 
especial señale un plazo menor, no podrá exceder de: 

a) 4 años, incluidas las prórrogas. 
b) 25 años, incluidas las prórrogas. 
c) 50 años, incluidas las prórrogas. 
d) 75 años, sin incluir las prórrogas. 
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66. Conforme a lo dispuesto en el artículo 46 de la Ley de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura, producirá afectación presunta de un bien o derecho al uso general o a un servicio 
público: 

a) La adquisición de un bien o derecho a título oneroso para el cumplimiento de una finalidad de uso 
general o servicio público. 

b) La adquisición de bienes y derechos en virtud de transferencia o cesión administrativa. 
c) La adquisición de bienes o derechos a título lucrativo o mortis causa, siempre que el transmitente o 

causante haga constar la finalidad de uso general o servicio público. 
d) La adquisición de bienes o derechos por usucapión, cuando los actos posesorios que han determinado 

la prescripción adquisitiva hubiesen vinculado el bien o derecho al uso general o a un servicio público, 
sin perjuicio de los derechos adquiridos sobre ellos por terceras personas al amparo de las normas de 
derecho privado. 
 

67. Conforme a la Ley 2/2008, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, procederá 
la enajenación directa de un bien inmueble:  

a) Cuando el adquirente viniese poseyendo el bien a título de arrendatario o precarista durante al menos 
un año, o sin título alguno, durante al menos tres años. 

b) Cuando se trate de una unidad rústica apta para la edificación. 
c) Cuando el valor de tasación no excediese de 10.000 euros y se incorporen tres ofertas siempre que 

sea posible. 
d) Cuando la titularidad del bien o derecho corresponda a dos o más propietarios, y siempre que la venta 

se efectúe a favor de todos los copropietarios en régimen de proindiviso. 
 

68. Conforme a la Ley 2/2008, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura, los 
contratos, convenios y demás negocios jurídicos sobre bienes y derechos patrimoniales se regirán: 

a) En cuanto a sus efectos y extinción por la Ley 33/2003, de Patrimonio de las Administraciones Públicas 
y, en lo no previsto en esta norma, por la legislación de contratos de las Administraciones Públicas y 
demás normativa básica y de aplicación general del Estado. 

b) En cuanto a su preparación y adjudicación por las normas de derecho privado y, en lo no previsto en 
estas, por la Ley 2/2008, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

c) En cuanto a sus efectos y extinción por la Ley 2/2008, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura y las normas de derecho privado.  

d) En cuanto a su preparación y extinción exclusivamente por las normas de derecho privado. 
 

69. Conforme a lo dispuesto en la Ley de Expropiación Forzosa, el acuerdo de necesidad de ocupación: 
a) No será susceptible de recurso alguno. 
b) Inicia el expediente expropiatorio. 
c) A diferencia del acuerdo que ordene la apertura de la información pública, bastará con que se publique 

en el Boletín Oficial de la provincia respectiva. 
d) Habrá de notificarse íntegramente a cuantas personas aparezcan como interesadas en el 

procedimiento expropiatorio. 
 

70. ¿Podrá la Administración ocupar temporalmente los terrenos propiedad del particular para 
establecer talleres, almacenes, depósitos de materiales y cualesquiera otros más que requieran las 
obras previamente declaradas de utilidad pública?: 

a) Sí, incluidas las viviendas que se encuentren en el interior de dichos terrenos. 
b) Sí, pero siempre que no sea por tiempo superior a 12 meses. 
c) Sí, pero las viviendas quedan exceptuadas de la ocupación temporal, sin perjuicio de la imposición de 

servidumbres sobre las mismas. 
d) Sí, y en los casos en que el franqueamiento de viviendas pueda ser de necesidad para los fines 

aludidos, será preciso el permiso expreso de su morador. 
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71. Conforme a lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
es una de las funciones del Secretario de los órganos colegiados de la Administración General del 
Estado: 

a) Recibir los actos de comunicación de los miembros con el órgano, sean notificaciones, peticiones de 
datos, rectificaciones o cualquiera otra clase de escritos de los que deba tener conocimiento. 

b) Acordar la convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias y la fijación del orden del día. 
c) Visar las actas y certificaciones de los acuerdos del órgano. 
d) Asegurar el cumplimiento de las leyes. 

 
72. Señale la opción correcta sobre el principio de proporcionalidad, conforme a lo dispuesto en la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: 
a) La graduación de la sanción considerará, entre otros, el criterio de la continuidad o persistencia en la 

conducta infractora, por comisión en el término de un año de más de una infracción de la misma 
naturaleza cuando así haya sido declarado por resolución firme en vía administrativa. 

b) El órgano competente para resolver, y solo en el caso de infracciones muy graves, podrá imponer la 
sanción inferior en uno o dos grados, cuando lo justifique la debida adecuación entre la sanción que 
deba aplicarse con la gravedad del hecho constitutivo de la infracción y las circunstancias 
concurrentes. 

c) Cuando de la comisión de una infracción derive necesariamente la comisión de otra u otras, se deberá 
imponer únicamente la sanción correspondiente a la infracción más grave cometida. 

d) Será sancionable, como infracción permanente, la realización de una pluralidad de acciones u 
omisiones que infrinjan el mismo o semejantes preceptos administrativos, en ejecución de un plan 
preconcebido o aprovechando idéntica ocasión. 
 

73. Marque la opción correcta sobre la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, 
conforme a lo dispuesto en la Ley 40/2015, de 1 de octubre: 

a) Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas, de toda lesión 
que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los supuestos de caso fortuito o 
de fuerza mayor. 

b) La anulación por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos administrativos 
presupone, por sí misma, derecho a la indemnización. 

c) Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional, 
procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia 
firme estimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño. 

d) Cuando de la gestión dimanante de fórmulas conjuntas de actuación entre varias Administraciones 
públicas se derive responsabilidad en los términos previstos en la Ley 40/2015, las Administraciones 
intervinientes responderán frente al particular, en todo caso, de forma solidaria. 
 

74. Señale la respuesta correcta en relación con el recurso extraordinario de revisión: 
a) Podrá interponerse ante el propio órgano que dictó el acto que se impugna o bien ante su superior 

jerárquico, siendo este último el competente para resolverlo. 
b) Si la causa de interposición fuera que la resolución se hubiese dictado como consecuencia de 

prevaricación o cohecho, y así se hubiera declarado en virtud de sentencia judicial firme, el recurso se 
interpondrá en el plazo de cuatro años a contar desde que dicha sentencia judicial quedó firme. 

c) Transcurrido el plazo de tres meses desde la interposición del recurso extraordinario de revisión sin 
haberse dictado y notificado la resolución, se entenderá desestimado, quedando expedita la vía 
jurisdiccional contencioso-administrativa. 

d) El órgano al que corresponde conocer del recurso extraordinario de revisión solo podrá pronunciarse 
sobre la procedencia del recurso, no pudiendo entrar en el fondo de la cuestión resuelta por el acto 
recurrido. 
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75. Las Administraciones Públicas no podrán requerir a los interesados el uso obligatorio de firma para: 
a) Formular solicitudes. 
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones. 
c) Formular alegaciones. 
d) Interponer recursos. 

 
76. El transcurso del plazo máximo legal para resolver un procedimiento y notificar la resolución se 

suspenderá obligatoriamente, entre otros casos: 
a) Cuando el órgano competente para resolver decida realizar alguna actuación complementaria de las 

previstas en el artículo 87 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 
b) Cuando para la resolución del procedimiento sea indispensable la obtención de un previo 

pronunciamiento por parte de un órgano jurisdiccional. 
c) Cuando deban realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes propuestos por los 

interesados. 
d) Cuando deba obtenerse un pronunciamiento previo y preceptivo de un órgano de la Unión Europea. 

 
77. Cuando en materia de procedimiento administrativo la iniciativa normativa establezca trámites 

adicionales o distintos a los contemplados en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, éstos deberán ser justificados atendiendo: 

a) A la singularidad de la materia o a los fines perseguidos por la propuesta. 
b) Al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera. 
c) A la eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 
d) A la cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas. 

 
78. Según la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura, entre otras, publicará/n 

información sobre sus cuentas bancarias: 
a) Las entidades que integran la Administración local en Extremadura y sus entes y organismos 

vinculados o dependientes. 
b) La Universidad de Extremadura. 
c) Las asociaciones constituidas por la administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 
d) Las organizaciones sindicales y las organizaciones empresariales. 

 
79. Conforme a lo dispuesto en la Ley 4/2013, de 21 de mayo, de Gobierno Abierto de Extremadura, el 

derecho de participación en los asuntos públicos implicará, entre otros: 
a) Derecho a participar en la evaluación de políticas y calidad de los servicios públicos. 
b) Derecho a construir y desarrollar mecanismos de ajuste de las acciones de política para adaptarlas a 

las peticiones ciudadanas. 
c) Derecho a participar en la elaboración de normas con rango de ley y disposiciones de carácter general. 
d) Derecho a promover iniciativas de normas con rango de ley o reglamentario. 

 
80. El Alto Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad es nombrado por: 
a) El Consejo por mayoría simple. 
b) El Parlamento Europeo por mayoría cualificada, con la aprobación del Presidente de la Comisión. 
c) El Consejo Europeo por mayoría cualificada, con la aprobación del Presidente de la Comisión. 
d) La Comisión por mayoría simple. 
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81. Señale la respuesta incorrecta sobre el derecho de acceso, conforme a lo dispuesto en el artículo 13 
de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales: 

a) El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un 
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo 
permanente, el acceso a su totalidad. 

b) Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, 
la solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su 
elección comporte. 

c) Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y éste ejercite su derecho 
de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable podrá acordar 
motivadamente la inadmisión de la solicitud. 

d) A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar 
repetitivo el ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a 
menos que exista causa legítima para ello. 

 

82. Señale la opción correcta sobre el Banco Central Europeo, según lo establecido en el artículo 283 del 
Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea: 

a) El Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo estará compuesto por el presidente, el vicepresidente 
y los gobernadores de los bancos centrales nacionales de los Estados miembros cuya moneda sea el 
euro. 

b) El presidente, el vicepresidente y los demás miembros del Comité Ejecutivo del Banco Central Europeo 
serán nombrados por el Comité de las Regiones. 

c) El mandato del Comité Ejecutivo tendrá una duración de ocho años y será renovable por un único 
mandato más de otros ocho años. 

d) Sólo podrán ser miembros del Comité Ejecutivo los nacionales de los Estados miembros. 
 

83. ¿Cuál de los siguientes es uno de los impuestos cedidos a la Comunidad Autónoma de Extremadura, 
al amparo de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de 
Financiación de las Comunidades Autónomas?: 

a) Impuesto sobre Aprovechamientos Cinegéticos. 
b) Impuesto sobre Instalaciones que incidan sobre el Medio Ambiente. 
c) Impuesto sobre Hidrocarburos. 
d) Impuesto sobre la Eliminación de Residuos en Vertedero. 

 
84. Según dispone la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, los trabajadores 

afiliados a un sindicato podrán, en el ámbito de la empresa o centro de trabajo: 
a) Constituir Secciones Sindicales, de conformidad con lo establecido en los Estatutos del Sindicato. 
b) Celebrar reuniones, sin necesidad de notificación previa al empresario. 
c) Distribuir información sindical en las horas de trabajo, sin perturbar la actividad normal de la empresa. 
d) Utilizar los locales de la empresa para recaudar cuotas, durante la jornada laboral, y siempre que no 

perturben el normal funcionamiento del centro. 
 

85. Conforme a lo dispuesto en el Decreto 225/2014, de 14 de octubre, de Régimen Jurídico de 
Administración Electrónica de la Comunidad Autónoma de Extremadura,  dispondrá de un Buzón de 
Información donde se podrá solicitar información administrativa de la Junta de Extremadura a 
través del correo electrónico: 

a) La web institucional de la Junta de Extremadura. 
b) El portal ciudadano de la Junta de Extremadura.  
c) La sede electrónica corporativa de la Junta de Extremadura.  
d) El registro electrónico de la Junta de Extremadura. 
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86. Los órganos de contratación podrán adjudicar contratos utilizando el procedimiento negociado sin 
la previa publicación de un anuncio de licitación: 

a) Cuando se trate de un suministro concertado en condiciones especialmente ventajosas con un 
proveedor que cese definitivamente en sus actividades comerciales. 

b) Cuando la prestación objeto del contrato incluya un proyecto o soluciones innovadoras. 
c) Cuando para dar satisfacción a las necesidades del órgano de contratación resulte imprescindible que 

la prestación, tal y como se encuentra disponible en el mercado, sea objeto de un trabajo previo de 
diseño por parte de los licitadores. 

d) Cuando se trate de un suministro en el que el órgano de contratación no pueda establecer con la 
suficiente precisión las especificaciones técnicas por referencia a una evaluación técnica europea. 
 

87. Conforme al artículo 198 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, y en 
relación al pago del precio, señale la respuesta correcta: 

a) La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los sesenta días siguientes a la 
fecha de aprobación de las certificaciones de obra o de los documentos que acrediten la conformidad 
con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o servicios prestados. 

b) Si la demora en el pago fuese superior a cuatro meses, el contratista podrá proceder, en su caso, a la 
resolución del contrato. 

c) Si la demora en el pago fuese superior a treinta días, el contratista podrá proceder, en su caso, a la 
suspensión del cumplimiento del contrato. 

d) Sin perjuicio de lo establecido en las normas tributarias y de la Seguridad Social, los abonos a cuenta 
que procedan por la ejecución del contrato podrán ser embargados para el pago de las obligaciones 
contraídas por el contratista con los suministradores, referidas a la ejecución del contrato. 
 

88. Conforme al Decreto 163/2004, de 26 octubre, por el que se regula los procedimientos de 
contratación centralizada de servicios y suministros y se crea la Comisión de Contratación 
Centralizada de la Junta de Extremadura, indique cuál de los siguientes criterios es uno de los que 
han de tenerse en cuenta para determinar los contratos que deben ser objeto de contratación 
centralizada: 

a) Que proceda la protección de derechos exclusivos, incluidos los derechos de propiedad intelectual e 
industrial. 

b) Que el contrato haya sido declarado secreto o reservado. 
c) Que sea posible definir las características de homogeneidad de los bienes y servicios. 
d) Que se trate de obras de gran envergadura, con proyectos que las haga especiales. 

 
89. Señale la respuesta incorrecta en relación con el Registro Oficial de Licitadores y Empresas 

Clasificadas del Sector Público, conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público: 

a) Dependerá del Ministerio de Hacienda y Función Pública, y su llevanza corresponderá a los órganos 
de apoyo técnico de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado. 

b) En caso de discrepancia entre los poderes inscritos, prevalecerán los inscritos en los registros 
generales de apoderamientos de las Administraciones Públicas frente al inscrito en el Registro Oficial 
de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público. 

c) El órgano competente de la llevanza del Registro procederá a la rectificación de oficio de los datos 
inscritos cuando se verifique que los datos de un asiento son incorrectos, incompletos o no 
actualizados. 

d) En él se harán constar de oficio los datos relativos a las clasificaciones otorgadas a los empresarios por 
la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado. 
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90. Conforme a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, indique la respuesta 
correcta en relación al contrato de suministros: 

a) A los contratos de fabricación se les aplicarán directamente las normas generales y especiales del 
contrato de servicios relativas a su publicidad y procedimiento de adjudicación. 

b) Cuando el pago del precio total de los bienes a suministrar consista parte en la entrega de otros bienes 
de la misma clase, el importe de estos no podrá superar en ningún caso el 25 por cien del precio total.  

c) Salvo pacto en contrario, los gastos de la entrega y transporte de los bienes objeto del suministro al 
lugar convenido serán de cuenta de la Administración.  

d) Cualquiera que sea el tipo de suministro, el adjudicatario no tendrá derecho a indemnización por causa 
de pérdidas, averías o perjuicios ocasionados en los bienes antes de su entrega a la Administración, 
salvo que esta hubiere incurrido en mora al recibirlos. 
 

91. Conforme a la Ley 12/2018, de 26 de diciembre, de contratación pública socialmente responsable 
de Extremadura, salvo en los supuestos en que proceda la resolución del contrato, los 
incumplimientos muy graves del contratista se penalizarán, de acuerdo con la clasificación 
establecida en los pliegos: 

a) Con hasta el 5 por ciento del precio del contrato, IVA incluido.  
b) Con más del 5 por ciento hasta el 10 por ciento del precio del contrato, IVA excluido. 
c) Con más del 10 por ciento hasta el 50 por ciento del precio del contrato, IVA incluido.  
d) Con hasta el 25 por ciento del precio del contrato, IVA excluido. 

 
92. Señale la opción correcta sobre la regulación de los contratos formativos en el Estatuto de los 

trabajadores:  
a) La acción protectora de la Seguridad Social del trabajador contratado para la formación y el 

aprendizaje comprenderá todas las contingencias protegibles y prestaciones, con las únicas 
excepciones del desempleo y del derecho a la cobertura del Fondo de Garantía Salarial. 

b) La retribución del trabajador contratado para la formación se fijará en proporción al tiempo de trabajo 
efectivo, no pudiendo ser inferior al 80 por 100 del salario mínimo interprofesional.  

c) Cuando el contrato de trabajo se concierte con un trabajador con discapacidad se le podrá excepcionar 
de la obligación de estar en posesión del título universitario o de formación profesional que habilitan 
para el ejercicio profesional. 

d) Los trabajadores no podrán realizar trabajos a turnos. 
 

93. Según establecen las Directrices de técnica normativa, en la elaboración de las disposiciones de la 
parte final:    

a) El contenido adicional prevalecerá sobre los demás. 
b) El contenido final prevalecerá sobre el derogatorio.  
c) El contenido final prevalecerá sobre el transitorio.  
d) El contenido derogatorio prevalecerá sobre el final y el adicional. 

 
94. Señale la opción incorrecta sobre la regulación de los salarios y garantías salariales en el Estatuto de 

los Trabajadores: 
a) El interés por mora en el pago del salario será el diez por ciento de lo adeudado.  
b) El salario a comisión se liquidará y pagará en el mismo momento de realizarse y pagarse el negocio, la 

colocación o venta en que hubiera intervenido el trabajador. 
c) El periodo de tiempo a que se refiere el abono de las retribuciones periódicas y regulares no podrá 

exceder de un mes.  
d) El plazo para ejercitar los derechos de preferencia del crédito salarial es de un año, a contar desde el 

momento en que debió percibirse el salario, transcurrido el cual prescribirán tales derechos. 
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95. Señale la respuesta incorrecta en relación con la extinción del contrato de trabajo, según la 
regulación del Estatuto de los Trabajadores: 

a) Se entenderá por despido colectivo la extinción de contratos de trabajo fundada en causas 
económicas, técnicas, organizativas o de producción cuando, en un periodo de noventa días, la 
extinción afecte al menos diez trabajadores, en las empresas que ocupen menos de cien trabajadores. 

b) En caso de extinción del contrato por causas objetivas, el empresario debe poner a disposición del 
trabajador, simultáneamente a la entrega de la comunicación escrita, la indemnización de treinta y 
tres días por año de servicio, prorrateándose por meses los periodos de tiempo inferiores a un año y 
con un máximo de veinticuatro mensualidades.  

c) Cuando un despido sea declarado improcedente, en el supuesto de no optar el empresario por la 
readmisión o la indemnización, se entiende que procede la primera. 

d) Será causa justa para que el trabajador pueda solicitar la extinción del contrato, la falta de pago o 
retrasos continuados en el abono del salario pactado.  
 

96. Señale la respuesta correcta en relación con la negociación y los convenios colectivos según la 
regulación del Estatuto de los trabajadores: 

a) El convenio que sucede a uno anterior deroga en su integridad a este último, salvo los aspectos que 
expresamente se mantengan. 

b) Salvo pacto en contrario, los convenios colectivos se prorrogarán cada cuatro años, por idéntico 
periodo, si no mediara denuncia expresa de las partes.  

c) Durante las negociaciones para la renovación de un convenio colectivo, en defecto de pacto, se 
mantendrá la vigencia de las cláusulas convencionales por las que se hubiera renunciado a la huelga 
durante la vigencia de un convenio.  

d) La regulación de las condiciones establecidas en un convenio sectorial estatal, autonómico o de 
ámbito inferior tendrá prioridad aplicativa respecto del convenio de empresa en materias referidas al 
horario y la distribución del tiempo de trabajo. 
 

97. ¿Cuál de las siguientes no es una de las circunstancias que ha de concurrir para que pueda 
autorizarse una permuta entre personal laboral fijo, conforme a lo dispuesto en el Convenio 
Colectivo para el personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura?: 

a) Que los trabajadores solicitantes cuenten respectivamente con un número de años de servicios 
prestados como laboral fijo en la misma categoría profesional que no difieran entre sí en más de cinco. 

b) Que los trabajadores hayan permanecido en sus puestos de trabajo más de dos años 
ininterrumpidamente. 

c) Que los puestos de trabajo a permutar sean de la misma categoría profesional y especialidad. 
d) Que a ninguno de los trabajadores solicitantes le falten menos de diez años para cumplir la edad 

ordinaria de jubilación. 
 
98. Señale la respuesta correcta sobre la regulación de la excedencia y el reingreso en el Convenio 

Colectivo para el personal laboral al servicio de la Junta de Extremadura: 
a) El tiempo de permanencia en excedencia voluntaria por incompatibilidad será computable a efectos 

de ascensos y antigüedad.  
b) El tiempo de permanencia en excedencia forzosa no dará el derecho a la reserva del puesto de trabajo. 
c) En el caso del trabajador laboral temporal que no solicite el reingreso con un mes de antelación a la 

finalización del plazo máximo de duración de la excedencia por cuidado de familiares, o en el plazo de 
un mes a partir de la fecha de la desaparición de las circunstancias que dieron lugar a su concesión, se 
entenderá que renuncia al contrato y quedará extinguido el mismo.  

d) Los trabajadores reingresados con destino provisional tendrán obligación de participar en los 
concursos de traslado que se convoquen para cubrir puestos en la misma categoría y especialidad, 
solicitando todos los puestos convocados por orden de preferencia. El incumplimiento por el 
trabajador de dicha obligación conllevará el pase a la excedencia forzosa. 
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99. Indique cuál de las siguientes no es una de las funciones cuyo desempeño corresponde a las 
Asesorías Jurídicas de las Consejerías de la Junta de Extremadura: 

a) Supervisar la documentación que se remita, para su publicación, al Diario Oficial de Extremadura.  
b) Preparar las propuestas de resolución en los procedimientos de revisión de oficio. 
c) Informar los proyectos de contratos sometidos al Derecho privado, salvo, que ya se hubiese informado 

un modelo tipo. 
d) Preparar los expedientes que hayan de ser elevados al Consejo de Gobierno. 

 
100. Conforme a lo dispuesto en la Ley 11/2002, de 11 de diciembre, de Colegios y  Consejos de Colegios 

Profesionales de Extremadura, es uno de los requisitos que han de cumplirse para el cambio de 
denominación de un Colegio Profesional: 

a) Que el mismo sea propuesto por el Consejo Autonómico de Colegios Profesionales. 
b) Que sea aprobado mediante Orden. 
c) Que sea informado previamente  por la consejería competente en materia de colegios profesionales. 
d) Que sea informado previamente por el correspondiente Consejo de Colegios de Extremadura, si 

estuviera constituido, y por los Colegios que pudieran resultar afectados por el nuevo nombre. 
 

101. ¿Cuál de las siguientes materias no está reservada a ley orgánica por la Constitución Española?: 

a) Bases de la organización militar. 
b) Estatuto e incompatibilidades de los miembros del Gobierno. 
c) Alteración de límites provinciales. 
d) Elección de los senadores de las provincias.  

 

102. Señale la opción correcta sobre la aplicación e interpretación de las normas, la aplicación analógica 
y la equidad: 

a) Las normas se interpretarán conforme al elemento literal, histórico, sistemático y lógico, no siendo 
posible aplicar el elemento sociológico y teleológico. 

b) La equidad habrá de ponderarse en la aplicación de las normas, si bien las resoluciones de los 
Tribunales sólo podrán descansar de manera exclusiva en ella cuando se aprecie identidad de razón. 

c) Procederá la aplicación analógica de las normas solo cuando la ley expresamente lo permita. 
d) Las leyes penales, las excepcionales y las de ámbito temporal no se aplicarán a supuestos ni en 

momentos distintos de los comprendidos expresamente en ellas. 
 

103. Señale la opción correcta sobre el control de los reglamentos: 
a) La vía de excepción no permite la inaplicación de un reglamento contrario a la ley por los Juzgados y 

Tribunales de la jurisdicción civil. 
b) En cualquier momento, las Administraciones Públicas, por iniciativa propia o a solicitud de interesado, 

y previo dictamen favorable del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma, podrán declarar la nulidad de las disposiciones administrativas en los supuestos previstos 
en el artículo 47.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre. 

c) El Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional reglamentos, adoptados por los órganos 
de las Comunidades Autónomas, que estime inconstitucionales. La impugnación producirá la 
suspensión de la disposición recurrida, pero el Tribunal, en su caso, deberá ratificarla o levantarla en 
un plazo no superior a cinco meses. 

d) La anulación de un precepto de una disposición general, por una sentencia firme,  también implicará 
la de todos los actos administrativos firmes que lo hayan aplicado antes de que la anulación alcanzara 
efectos generales. 
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104. Señale la opción correcta sobre las leyes marco, de transferencia o delegación y de armonización: 
a) Las leyes marco tienen por objeto que el Estado pueda encomendar a las Comunidades Autónomas, 

mediante ley orgánica, facultades correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia 
naturaleza sean susceptibles de delegación.  

b) Las leyes de transferencia o delegación preverán en cada caso la correspondiente transferencia de 
medios financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado. 

c) Las leyes armonización tienen por objeto que las Cortes Generales, en materias de competencia 
estatal, puedan atribuir a las Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas 
legislativas cuando así lo exija el interés general. 

d) El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones 
normativas de las Comunidades Autónomas, correspondiendo al Senado, por mayoría absoluta, la 
apreciación de esta necesidad. 
 

105. Señale la respuesta correcta en relación con la adquisición y pérdida de la condición de empleado 
público, conforme a lo dispuesto en la Ley de Función Pública de Extremadura:  

a) La renuncia a la condición de personal funcionario inhabilitará para ingresar de nuevo en la 
Administración pública a través del procedimiento de selección establecido. 

b) Las Administraciones Públicas de Extremadura podrán denegar la prolongación del servicio activo de 
acuerdo con los resultados de la evaluación del desempeño. 

c) Al personal funcionario rehabilitado se le adscribirá a un puesto de trabajo por el procedimiento de 
comisión de servicios forzosa. 

d) La pena principal o accesoria de inhabilitación especial cuando hubiere adquirido firmeza la sentencia 
que la imponga produce la pérdida de la condición de personal funcionario respecto a todos los 
empleos o cargos que tuviere. 
 

106. Señale la opción correcta en relación con las situaciones administrativas de los funcionarios de 

carrera, conforme a lo dispuesto en la Ley de Función Pública de Extremadura:  

a) Los funcionarios de carrera podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando 
hayan prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante un periodo 
mínimo de cinco años inmediatamente anteriores y no podrán permanecer en ella más de un año.  

b) Los funcionarios en situación de excedencia voluntaria para el cuidado de familiares no podrán 
participar en los cursos de formación que convoquen la Administraciones Públicas.  

c) Las funcionarias interinas podrán disfrutar de excedencia voluntaria por razón de violencia de género, 
si bien la reserva del puesto de trabajo se mantendrá únicamente mientras no concurra ninguna de 
las causas de cese previstas para este personal en la presente ley. 

d) El personal funcionario de carrera, siempre que haya prestado servicios efectivos en cualquier 
Administración Pública durante cinco años, podrá solicitar excedencia con reserva del puesto de 
trabajo, con una duración de entre tres meses y un año.  

 
107.  Señale la opción correcta sobre la desviación de poder: 
a) Son nulos de pleno de derecho los actos de la Administración que incurran en la desviación de poder. 
b) Las sentencias que versaren sobre desviación de poder serán susceptibles siempre de recurso de 

apelación. 
c) La jurisprudencia precisa que la desviación de poder, aunque tenga un espacio más amplio en el 

ejercicio de potestades discrecionales por parte de la Administración, también puede darse cuando 
las potestades son regladas. 

d) La jurisprudencia tiene declarado que la desviación de poder solamente resulta apreciable cuando el 
órgano administrativo persigue con su actuación un fin privado. 
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108. Señale la respuesta correcta en relación con la carrera profesional, conforme a lo dispuesto en la 
Ley de Función Pública de Extremadura: 

a) La promoción interna del subgrupo C2 al subgrupo C1, en aquellos cuerpos, escalas y especialidades 
entre las que exista una relación funcional o de titulación académica, la fase de oposición del 
correspondiente proceso selectivo, podrá consistir en la superación de un curso selectivo, en los 
términos que se determinen reglamentariamente 

b) La carrera profesional horizontal consiste en el ascenso en la estructura de puestos de trabajo de 
conformidad con los procedimientos de provisión regulados en dicha  Ley. 

c) La carrera profesional es el conjunto sistematizado de oportunidades de ascenso, mejora, movilidad 
y expectativas de progreso profesional reguladas conforme a los principios de eficacia, eficiencia y 
capacidad.  

d) Los funcionarios de los subgrupos C1 y C2 que reúnan la titulación exigida, podrán promocionar al 
grupo A, subgrupos A1 y A2, sin necesidad de pasar por el grupo B. 
 

109. Señale la opción correcta sobre los instrumentos de cooperación y coordinación: 
a) Cuando la Administración General del Estado ejerza funciones de coordinación, de acuerdo con el 

orden constitucional de distribución de competencias, todas las Administraciones Públicas integrantes 
estarán obligadas a orientar su actuación de conformidad con lo previsto en la Recomendación que se 
adopte en la Conferencia Sectorial, con independencia del sentido de su voto. 

b) Corresponde a las Comisiones Bilaterales de Cooperación, entre otras funciones, establecer 
mecanismos de intercambio de información, especialmente de contenido estadístico. 

c) Las Comisiones Territoriales de Coordinación son órganos de cooperación de composición bilateral 
que reúnen a miembros de la Administración General del Estado y miembros del Consejo de Gobierno 
de la Comunidad Autónoma. 

d) La Conferencia de Presidentes es un órgano de cooperación multilateral entre el Gobierno de la Nación 
y los respectivos Gobiernos de las Comunidades Autónomas y está formada por el Presidente del 
Gobierno, que la preside, y por los Presidentes de las Comunidades Autónomas y de las Ciudades de 
Ceuta y Melilla. 

 
110. Señale la respuesta incorrecta sobre las fuentes del derecho: 
a) La costumbre se aplicará en defecto de ley o principios generales del derecho, sin perjuicio de su 

carácter informador del ordenamiento jurídico. 
b) Tienen consideración de costumbre los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una 

declaración de voluntad. 
c) Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación directa en 

España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno mediante su publicación 
íntegra en el «Boletín Oficial del Estado». 

d) La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, 
establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales 
del derecho. 
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PREGUNTAS ADICIONALES 
 
 

 
1. Señale la opción incorrecta sobre la derogación de las normas: 
a) La igualdad de materia en ambas leyes y la identidad de destinatarios son requisitos que ha de cumplir 

la derogación tácita. 
b) La Ley que derogue a otra ley no podrá restaurar expresamente la vigencia de aquéllas que, a su vez, 

esta última hubiera derogado. 
c) Cuando se plantea la derogación de una ley preconstitucional es necesario apurar, en primer lugar, 

todas las posibilidades de interpretarla de conformidad con la Constitución. 
d) El principio “lex specialis derogat generali” comporta el llamado criterio de especialidad, aplicándose 

para el caso de conflicto entre una norma general y otra especial, debiendo, con respecto a la primera, 
prevalecer esta última. 

 
2. Señale la opción incorrecta sobre el fraude de ley: 
a) El efecto del fraude de ley es la nulidad del acto fraudulento. 
b) Los actos ejecutados en fraude de ley no impedirán la debida aplicación de la norma que se hubiere 

tratado de eludir. 
c) El fraude requiere la concurrencia de dos normas: la de "cobertura", que es a la que se acoge quien 

intenta el fraude; y la que a través de ésta, y en forma fraudulenta, se pretende "eludir". 
d) Para que el fraude de ley exista no se requiere la intención, o conciencia, o idea dirigida a burlar la 

Ley.  
 

3. Conforme a lo dispuesto en la Ley de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, se 
considerará un supuesto excepcional de concesión directa: 

a) Cuando, por razón de las especiales características del perceptor, no sea posible promover la 
concurrencia pública y siempre que se trate de entidades públicas territoriales de Extremadura y la 
cuantía no supere los 6.000 euros. 

b) Cuando el perceptor sea una entidad privada sin fines de lucro y los fondos presupuestarios señalen 
genéricamente una finalidad cuya competencia esté atribuida a las corporaciones locales. Se requerirá 
la previa autorización del Consejo de Gobierno cuando la cuantía de lo aportado por la Junta de 
Extremadura supere los 60.000 euros. 

c) Las subvenciones que se otorguen conforme al Plan Estratégico de Servicios Sociales a que se refiere 
la Ley 14/2015, de 9 de abril, de Servicios Sociales de Extremadura. 

d) Las subvenciones que se otorguen conforme a los planes anuales a que se refiere la Ley 1/2003, de 27 
de febrero, de Cooperación para el Desarrollo. 

 
4. De los siguientes, indique cuáles son principios a los que se ajustará la gestión y administración de 

los bienes y derechos de dominio privado o patrimoniales titularidad de la Comunidad Autónoma 
de Extremadura: 

a) Eficiencia y economía en su gestión. 
b) Inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad. 
c) Adecuación y suficiencia de los bienes para servir al uso general o al servicio público a que estén 

destinados. 
d) Dedicación preferente al uso común frente a su uso privativo. 
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5. ¿Cuál de las siguientes no es una de las actividades cuya realización puede encomendarse a los 
Organismos Autónomos, conforme a la Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura?: 

a) Actividades prestacionales. 
b) Actividades de fomento. 
c) Actividades de gestión de servicios públicos. 
d) Actividades de producción de bienes de interés público susceptibles de contraprestación. 

 
6. Salvo prueba en contrario, la Administración expropiante determinará quién es el propietario de la 

cosa o titular del derecho objeto de la expropiación conforme al siguiente orden: 
a) 1º) al que lo sea pública y notoriamente; 2º) a quien con este carácter conste en registros públicos 

que produzcan presunción de titularidad que sólo puede ser destruida judicialmente; 3º) a quien 
aparezca con tal carácter en registros fiscales.  

b) 1º) a quien con este carácter conste en registros públicos que produzcan presunción de titularidad 
que sólo puede ser destruida judicialmente; 2º) al que lo sea pública y notoriamente; 3º) a quien 
aparezca con tal carácter en registros fiscales.  

c) 1º) a quien con este carácter conste en registros públicos que produzcan presunción de titularidad 
que sólo puede ser destruida judicialmente; 2º) a quien aparezca con tal carácter en registros fiscales; 
3º) al que lo sea pública y notoriamente. 

d) 1º) a quien aparezca con tal carácter en registros fiscales; 2º) a quien con este carácter conste en 
registros públicos que produzcan presunción de titularidad que sólo puede ser destruida 
judicialmente; 3º) al que lo sea pública y notoriamente. 
 

7. Son principios que, conforme dispone el artículo 3.1 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, las 
Administraciones Públicas deberán respetar en su actuación y relaciones: 

a) Proporcionalidad y elección de la medida menos restrictiva. 
b) Investigación e inspección de los hechos, actos, elementos y actividades, con los límites establecidos 

en la legislación de protección de datos de carácter personal. 
c) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las 

políticas públicas. 
d) Dotación de los créditos necesarios para la puesta en marcha de los órganos administrativos. 
 
8. Se regirán por su normativa específica en el ejercicio de las funciones públicas que les hayan sido 

atribuidas por Ley o delegadas por una Administración Pública, y supletoriamente por la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas: 

a) Las entidades de derecho público vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas. 
b) Los Organismos Públicos. 
c) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas. 
d) Las Corporaciones de Derecho Público.  

 
9. El Reglamento de la Asamblea establece que son órganos de gobierno y dirección de la Cámara: 
a) La presidencia y la Mesa. 
b) La Diputación Permanente y la Junta de Portavoces. 
c) El Letrado Mayor y la Junta de Portavoces. 
d) El Pleno y la presidencia. 
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10. Señale la opción correcta sobre la adopción de acuerdos, conforme a la dispuesto en la Ley Orgánica 
2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional: 

a) El Tribunal en Pleno puede adoptar acuerdos cuando estén presentes, al menos, tres quintos de los 
miembros que en cada momento lo compongan.  

b) Los acuerdos de las Salas requerirán la presencia de un tercio de los miembros que en cada momento 
las compongan. 

c) Los acuerdos de las Secciones requerirán la presencia de dos miembros, salvo que haya discrepancia, 
requiriéndose entonces la de sus tres miembros. 

d) Los acuerdos de las Salas requerirán la presencia de tres quintos de los miembros que en cada 
momento las compongan.  
 

 
 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


